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os esfuerzos del Gobierno han sido insuficientes 

para cumplir con las metas comprometidas en 

las cuentas públicas, advirtió en su más reciente 

informe el Consejo Fiscal Autónomo (CFA), 

profundizando con ello las sucesivas observacio- 

nes que el organismo viene acumulando sobre 

la fragilidad de la disciplina fiscal. A seis meses 

de que concluya la actual administración y ad portas de la 

presentación del Presupuesto 2026, las advertencias del 

CFA constituyen un llamado tanto a revisar con rigor las 

actuales proyecciones de ingresos 

y gastos, como una señal de alerta 

sobre la prudencia con que deberán 

actuar las autoridades del próximo 

gobierno. 

Del informe se desprende cómo 

los incumplimientos sucesivos de 

las metas de balance estructural, 

sumados a errores de estimaciones 

de la Dirección de Presupuestos (Dipres) y proyecciones poco 

realistas están erosionando la credibilidad en la regla fiscal y 

debilitando con ello la capacidad del país para mantener una 

trayectoria de deuda sostenible. 

Según el CFA, las estimaciones de Dipres sobre déficit fiscal 

anticipan un nuevo incumplimiento, luego de que el Ejecutivo 

no alcanzó la meta en 2024. Y aunque Hacienda corrigió la ci- 

fra de 2025, elevándola desde 1,6% del PIB a 1,8% del Producto, 

y comprometió medidas para reducir el gasto, las de mayor 

alcance requieren tramitación legislativa, lo que abre altos 

grados de incertidumbre respecto de su efectiva puesta en 
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marcha. Lo prudente, a juicio del Consejo, es excluirlas y con= 

centrar los esfuerzos en iniciativas de control directo, lo que 

resitúa la proyección de déficit en 2,1% del PIB, muy por sobre 

lo comprometido, equivalente a unos US$ 1.606 millones. 

A ello se suma la necesidad de sincerar las estimaciones 

de ingresos fiscales. El logro de la meta 2025 requiere que la 

recaudación del segundo semestre supere en 8,2% a la del 

primero, lo que parece un camino cuesta arriba, considerando 

que en la última década la cifra ha resultado en promedio 1,7% 

inferior. 

En este marco, la elaboración de un 

Presupuesto 2026 coherente con la 

meta de balance estructural adquiere 

mayor relevancia. El desafío no es 

meramente técnico, sino profunda- 

mente político. Sin una voluntad real 

de priorizar la estabilidad fiscal por 

sobre los intereses electorales, cual- 

quier intento de ajuste será insufi- 

ciente o tardío. Lo que el país necesita es un compromiso serio 

con la responsabilidad fiscal, capaz de trascender gobiernos y 

garantizar una base sólida para el desarrollo económico. 

El éxito de la política fiscal depende de la continuidad de 

una disciplina que trascienda ciclos políticos. En ese sentido, 

el debate presidencial en curso adquiere un peso decisivo, en 

el que los candidatos pueden asumir un compromiso explícito 

con la sostenibilidad de las finanzas públicas y con una regla 

fiscal creíble. La estabilidad de la deuda y la confianza en la 

institucionalidad fiscal serán tan sólidas como la voluntad 

política de quienes aspiran a conducir el país a partir de 2026. 
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El verdadero 
costo de la 
permisología 
judicial 

1 reciente informe de la Confederación 

de la Producción y del Comercio (CPC) 

ha puesto en evidencia un obstáculo 

persistente y cada vez más costoso 

para el desarrollo económico de Chile: 

la permisología judicial. La creciente 

judicialización de proyectos estratégicos, 

particularmente en los tribunales ambien- 

tales, está paralizando inversiones clave y 

debilitando la competitividad del país. 

La situación es crítica. En solo un año, 

la acumulación de causas pendientes ha 

aumentado un 44%, lo que refleja no tanto 

un alza descontrolada en las reclamaciones 

como una preocupante caída en la capaci- 

dad del sistema judicial para resolverlas. 

Los plazos promedio de tramitación han 

escalado un 49%, alcanzando los 562 días. 

Este estancamiento no es simplemente 

una demora; es una verdadera trampa 

burocrática que deja a proyectos vitales 

—como los relacionados con agua, energía 

o infraestructura— en un limbo sin salida. 

Hoy, hay más de US$ 9.800 millones de 

inversión detenida por esta ineficiencia, 

lo que representa no solo un enorme costo 
económico, sino también una oportuni- 

dad desperdiciada para enfrentar desafíos 

estructurales del país. 

Parte del problema radica en la limitada 

infraestructura judicial. Solo existen tribu- 

nales ambientales en tres regiones, lo que 

genera una sobrecarga difícil de manejar. 

Esta concentración geográfica, sumada a 

la escasez de recursos humanos y técnicos, 

configura un cuello de botella que afecta 

tanto a grandes conglomerados como a 

iniciativas locales de alto impacto social. 

En un país que enfrenta una crisis hídrica, 

una transición energética urgente y un 

déficit en infraestructura pública, esta len- 

titud institucional se vuelve inaceptable. 

Más aún, los proyectos de mayor enver- 

“La trampa burocrática deja proyectos vitales en un limbo 
sin salida. Hoy, hay más de US$ 9.800 millones de inversión 
detenida por esta Ineficiencia, lo que representa un enorme 
costo económico y una oportunidad desperdiciada”. 
gadura —aunque representan apenas el 5% 

del total evaluado— concentran el 20% de 

la inversión nacional. Su paralización tiene 

efectos sistémicos. Mientras otros países 
de la región han abordado este mismo 

problema con reformas eficaces, Chile per- 

siste en un modelo de tramitación judicial 

lento e inadaptado, que mina su posición 

competitiva y retrasa soluciones críticas 

para el bienestar de la población. 

El impacto trasciende lo económico. La 

judicialización excesiva de proyectos ha 

empezado a erosionar la confianza de los 

inversionistas. La combinación de incer- 

tidumbre jurídica y demoras injustificadas 

desalienta tanto la inversión nacional 

como extranjera. Así, el sistema judicial, 

que debiese ser un garante del desarrollo 

equilibrado, se ha transformado en un 

obstáculo que perpetúa la crisis de permi- 

sos y trámites interminables. 

La solución no es simple, pero sí 

impostergable. Chile requiere una re- 

forma integral que refuerce la eficien- 

cia, reduzca los plazos y garantice una 

tramitación expedita para los proyectos 

de alto impacto. Esto incluye eficacia 

institucional, la modernización de los 

procedimientos y la fijación de tiempos 

límite con consecuencias reales frente a 

retrasos injustificados. 

Chile no puede permitirse seguir 

atrapado en un sistema obsoleto que no 

responde a las necesidades de una eco- 

nomía moderna. Es tiempo asumir que la 

judicialización de permisos es uno de los 

principales factores que está frenando el 

futuro de Chile.   
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Permisos sectoriales: ahora 
empieza la prueba de fondo 

a aprobación de la Ley Marco de Autorizaciones Sectoriales 

constituye un avance significativo frente al complejo entrama- 

do burocrático que ha obstaculizado el desarrollo de proyectos e 

inversiones en Chile. Sin embargo, lejos de cerrar el debate, lo 

abre: porque el verdadero desafío no está en su promulgación, sino 

en su implementación. 

Esta reforma busca armonizar y racionalizar los procedimientos 

de permisos sectoriales mediante principios y reglas comunes. Pero 

muchas de las exigencias que se intentan unificar o suprimir no 

surgieron por accidente: son fruto de decisiones legislativas previas 

o de facultades que entregamos a entes reguladores. Bajo una lógica 

protectora, se ha generado una proliferación normativa que no 

necesariamente ha elevado los estándares, pero sí ha multiplicado 

los trámites. 

Frente a ello, emergen dos desafíos inmediatos. El primero, ade- 

cuar el conjunto de normas sectoriales aún vigentes, muchas de las 

cuales mantienen procedimientos propios que deberán ser modifi- 

cados para ajustarse al nuevo marco. El segundo, quizás más difícil, 

es frenar la tendencia del Congreso a dictar nuevas regulaciones 

específicas que fragmenten el sistema. Esto ha sido especialmente 

notorio en el ámbito ambiental, donde la acumulación de exigen- 

cias ha creado un entra- 

mado inviable. El sistema “Para que la ley sea 

naa renatorasase — BÍeCtIVa Se Fequiere 
terminan colapsando su realismo legislativo, 

propio funcionamiento. coherencia normativa 

y coordinación 
Para que esta ley sea efec- 

institucional, algo poco 
tiva, se requiere realismo 

legislativo y coherencia 

” habitual”. 
normativa. 

En paralelo, su eje- 

cución demandará una 

coordinación institucional poco habitual en la administración pú- 

blica. Con al menos 38 organismos encargados de otorgar permisos, 

la uniformidad de criterios, la clasificación de autorizaciones, la 

aplicación de reglas como el silencio administrativo y el cumpli- 

miento de los plazos exigirá liderazgo técnico y político. La Oficina 

de Autorizaciones Sectoriales deberá demostrar capacidad efectiva 

de coordinación, superar resistencias y evitar convertirse en una 

figura simbólica. 

Otro punto crítico será la aplicación de las Técnicas Habilitan- 

tes Alternativas, que permitirán reemplazar, en contextos de bajo 

riesgo, permisos por declaraciones juradas. Su eficacia dependerá 

del diseño oportuno de reglamentos que definan umbrales claros, 

realistas y no restrictivos, que además deberán ofrecer certezas 

suficientes para que sean confiables y no deriven en fiscalizaciones 

excesivas o contradictorias. 

Esta ley abre una oportunidad concreta para modernizar el Esta- 

do y facilitar el desarrollo. Pero su éxito dependerá menos del texto 

aprobado que de la voluntad política, la coordinación institucional 

y la capacidad técnica para aplicarla. La implementación no es un 

trámite secundario: es el corazón de la política pública. Lo verdade- 

Tamente complejo empieza ahora. 
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